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 ACCIONANTE: JUAN MANUEL BUITRAGO GIRALDO VS. FISCALÍA 41 LOCAL
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Accionante: 

JOSÉ DANILO ZAPATA CASTAÑO
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PETICIÓN / ENTREGA DEFINITIVA DE VEHÍCULO / IMPROCEDENTE / SUBSIDIARIEDAD / PROCESO JUDICIAL EN CURSO / OTRO MEDIO DE DEFENSA / CONFIRMA - De acuerdo a las pruebas que obran en la foliatura, esta Sala considera que el hecho de haber un proceso en curso, es un  motivo suficiente para declarar la improcedencia de la acción de tutela por cuanto sería permitir la intromisión del juez constitucional desconociendo la independencia y la autonomía de los jueces naturales para resolver los asuntos de su competencia, tal como lo señaló la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en la Sala de Decisión Penal, de acuerdo al radicado No.79314 de mayo 6 de 2015…

(…)
Significa lo anterior, que  al encontrarse actualmente en curso la investigación penal en la que la Fiscalía 41 Local, será en el interior de la  misma donde el accionante junto con su apoderado judicial, podrán ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama,  ya que la actuación no se encuentra culminada,…
(…)
Por lo tanto, frente a las pretensiones del accionante cabe recordar que la acción de tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional, situación que no quedó acreditada por el señor Buitrago Giraldo, por lo tanto, el amparo constitucional no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005,…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, cinco (5) de abril de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0299
Hora: 2:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Juan Manuel Buitrago Giraldo en contra el fallo emitido el 19 de febrero de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Fiscalía 41 Local de esta capital. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Refirió el señor Juan Manuel Buitrago Giraldo que sobre el vehículo de placa HWT-667 pesa una limitación a la propiedad por orden de la Fiscalía 41 Local desde el 30 de diciembre de 2015, lo que le ha causado múltiples perjuicios en el entendido que debe responder a la dueña del automotor, señora Luz Stella Arango de Buitrago por los daños generados con la anotación que registra en el RUNT, toda vez que el vehículo fue entregado provisionalmente, por lo que no puede ser vendido.
Señaló el actor que el vehículo mencionado era conducido por él y no por su propietaria, “considerándose más víctima que victimario” pues en su sentir la culpa fue del conductor de motocicleta que impactó en contra del automotor debido a la alta velocidad. Por lo tanto, indicó que la acción de tutela es procedente para restablecer su derecho fundamental a obtener una pronta justicia y por ende los derechos de la propietaria.

Solicitó que se ordene a la Fiscalía accionada que levante la prohibición que le aparece al vehículo (Fls. 1-2)
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 3-6).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA 
3.1. FISCALÍA 41 LOCAL DE PEREIRA
Expuso dentro de la investigación radicada al No.660016000035201504392, que se siguen en contra del señor Juan Manuel Buitrago Giraldo, por el presunto delito de lesiones personales culposas, en la actualidad se adelanta programa metodológico, a fin de establecer la responsabilidad en el hecho de tránsito.
Señaló que de conformidad con lo preceptuado en el artículo 100 del CPP, la entrega de los vehículos debe hacerse en provisionalidad a quien acredite la propiedad, posesión o tenencia, mientras que la entrega será definitiva cuando se garantice el pago de perjuicios, o se hayan embargado bienes del imputado o acusado en cuantía suficiente para proteger el derecho a la indemnización de los daños causados con el delito. Es así que, para el caso objeto de estudio, no se ha procedido ninguna garantía real a favor de la víctima el señor Hamilton Stiven Hernández Marulanda. 
Refirió que el inciso final del artículo 100 del C.P.P contempla que es competencia de los jueces de control de garantías la entrega de los bienes referidos, mecanismo este que no ha sido agotado por el peticionario, quien debe sustentar su solicitud en audiencia de entrega definitiva de vehículo, por ser es este el medio idóneo para que juez competente proceda a conceder o negar el derecho que pretende el actor (Fl. 9)
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 19 de febrero de 2018 el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, resolvió declarar improcedente la acción de tutela promovida por el señor Juan Manuel Buitrago Giraldo, al considerar que no se cumplen con los requisitos de inmediatez, subsidiaridad y además no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable, por lo que sugirió al accionante que debía requerir la asesoría de un profesional del derecho para lograr un pronunciamiento por parte del juez de garantías dentro del proceso judicial que se adelanta.  Además, que el accionante no puede representar los intereses de la propietaria del vehículo (Fls. 10 y 11).

El accionante fue notificado del contenido del fallo de tutela el 20 de febrero de 2018 al correo electrónico juanmanuel-buitrago@hotmail.com  (Fs.13).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 21 de febrero de 2018, el señor Buitrago Giraldo manifestó que la acción de tutela es un mecanismo al alcance de cualquier ciudadano, que considere vulnerados sus derechos, sin que se requiera de un conocimiento que es propio de los abogados. 

Señaló que en su caso es responsabilidad de la abogada de la compañía de seguros que ampara el vehículo siniestrado no haber acudido al “juez municipal de garantías”. 
Mencionó que el juez tiene la posibilidad de enmendar las peticiones mal formuladas por desconocimiento de quien instaura la acción de tutela, cuando advierta la vulneración de un derecho fundamental.

Consideró que se le ha transgredido su derecho fundamental a ser juzgado con un debido proceso por cuanto no se han garantizado los términos procesales, al haber una demora injustificada que le está causando daño a un ciudadano que se presume inocente.  Por lo tanto, en este caso  la vulneración a sus derechos es continua y actual, al permanecer la demora de la investigación que adelanta la Fiscalía 41 Local, lo que ha prolongado su preocupación  de manera indefinida. Por lo tanto, solicitó que se protejan sus derechos (Fls. 14 y 15).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3. Debe reiterarse que la acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

6.4.  En este caso, el señor JUAN MANUEL BUITRAGO GIRALDO acude ante el juez constitucional, con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la pronta y efectiva Administración de Justicia, toda vez que considera que por parte de la Fiscalía 41 Local de Pereira no se ha logrado que la investigación que se adelanta en su contra avance.  Además, porque la anotación que registra el vehículo de placa HWT-667 en el RUNT continúa vigente, lo que restringe el derecho de propiedad que tiene la señora Luz Stella Arango de Buitrago sobre dicho automotor.

6.5. Por su parte, la delegada de la Fiscalía 41 local informó que actualmente se encuentra adelantando el programa metodológico dentro del proceso radicado bajo el No.660016000035201504392 con el fin de establecer la responsabilidad en el hecho de tránsito que se investiga.  Lo anterior, aunado que el vehículo de placa HWT-667 fue entregado provisionalmente a su propietaria, de acuerdo al artículo 100 del C.P.P., fuera de que en dicho proceso no se llegó a una conciliación entre las partes, según se desprende de la constancia expedida por la FGN el 20 de octubre de 2017 (Fl. 3).
6.6. De acuerdo a las pruebas que obran en la foliatura, esta Sala considera que el hecho de haber un proceso en curso, es un  motivo suficiente para declarar la improcedencia de la acción de tutela por cuanto sería permitir la intromisión del juez constitucional desconociendo la independencia y la autonomía de los jueces naturales para resolver los asuntos de su competencia, tal como lo señaló la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en la Sala de Decisión Penal, de acuerdo al radicado No.79314 de mayo 6 de 2015 cuando señaló lo siguiente: 

“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración. 

Las críticas puestas de presente constituyen un aspecto ajeno al ámbito de injerencia del juez de tutela, que se limita a ejercer un control constitucional, pero de ninguna manera extensivo al acierto de las instancias, pues la acción de amparo ha sido instituida para garantizar la indemnidad de los derechos fundamentales, pero no constituye una instancia adicional o paralela a la de las autoridades competentes. 

En el asunto bajo examen, la actuación penal se encuentra en trámite. Es en ese escenario procesal, ante el funcionario natural, donde debe la parte actora, por sí misma o a través de su apoderado, presentar las solicitudes encaminadas a remediar cualquier situación que estime desconocedora de sus garantías; sin que el juez constitucional deba interferir en ese asunto porque, se recalca, el proceso está en curso. 

Al interior de dicho diligenciamiento, los accionantes podrán ejercer todas las potestades que la ley les confiere para satisfacer su pretensión, a través de los mecanismos ordinarios con que cuentan, tales como las solicitudes de nulidad, el ejercicio de los medios de impugnación, etc. 

En consecuencia, al existir un escenario natural de discusión sobre el asunto sometido al conocimiento del juez constitucional, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el artículo 6-1 del Decreto 2591 de 1991.

(…) Asumir una postura como la pretendida por la parte actora, implicaría desconocer y pretermitir las decisiones que en ejercicio de sus funciones emiten las autoridades competentes en el trámite de los procesos adelantados conforme la normativa aplicable en cada caso; y abordar, en abierta contraposición a la finalidad y alcance de la tutela, el estudio de la naturaleza de las supuestas irregularidades acaecidas en una actuación todavía en curso”.  (Subrayas propias)
6.7.  Significa lo anterior, que  al encontrarse actualmente en curso la investigación penal en la que la Fiscalía 41 Local, será en el interior de la  misma donde el accionante junto con su apoderado judicial, podrán ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama,  ya que la actuación no se encuentra culminado, por lo que debe tener igualmente en cuenta lo señalado por la Corte Construccional cuando reiteró que: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 
6.8.  Por lo tanto, frente a las pretensiones del accionante cabe recordar que la acción de tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional, situación que no quedó acreditada por el señor Buitrago Giraldo, por lo tanto, el amparo constitucional no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en  impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

6.9.  Por otro lado, para la entrega definitiva del vehículo automotor de placa HW5-667, la propietaria de dicho automotor podrá acudir ante el  juez de control de garantías con el fin de solicitar la audiencia en donde sustente tal requerimiento, según lo dispuesto en el artículo 100 del C.P.P., tal como lo concluyó el juez de primer grado. 

6.10. Ahora bien, es cierto que la mora en resolver los procesos judiciales puede afectar los intereses de quienes se encuentran a la espera de que se les defina su situación y generar una transgresión al debido proceso. Sin embargo, para esos efectos, existen otras vías judiciales eficaces que desplazan la acción de tutela, tal como lo indica el numeral 7º del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal de 2004, prevé como causal de impedimento el hecho consistente en: (…) Que el funcionario judicial haya dejado vencer, sin actuar, los términos que la ley señale al efecto, a menos que la demora sea debidamente justificada.”  Y el artículo 60 de la misma norma dispone que si un servidor de la justicia no se declara impedido cuando concurre un motivo para ello, cualquiera de los sujetos procesales puede recusarlo.

Por lo discurrido, esta Sala confirmará la sentencia estudiada. 
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 19 de febrero de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira dentro de la tutela instaurada por el señor Juan Manuel Buitrago Giraldo en contra de la Fiscalía 41 Local de esta capital. 
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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